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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIALPRIVATE 
               SALA DE DICISION CIVIL-FAMILIA





Magistrado Ponente: Gonzalo Flórez Moreno

Pereira. Mayo veintiuno (21) del año dos

mil nueve (2009).  





Acta No. 213 de mayo 21 del año 2009. 





Expediente 66001-31-10-003-2009-00230-01





Se resuelve la impugnación presentada por la accionante contra la sentencia proferida el 13 de abril del presente año por el JUZGADO TERCERO DE FAMILIA DE PEREIRA dentro de la ACCION DE TUTELA promovida por LUZ STELLA RUGELES VALENCIA en contra del INSTITUTO DEL SEGURO SOCIAL.





I. ANTECEDENTES :




La actora en escrito presentado el pasado 30 de marzo pretende que le sean tutelados sus derechos fundamentales a la vida digna, al mínimo vital y móvil y la protección especial de la madre cabeza de familia que considera vulnerados por razón de hechos y omisiones en que ha incurrido la entidad arriba citada que en el año 2005 le negó el reconocimiento al pago de la licencia de maternidad a que tenía derecho debido al nacimiento para esa época de sus hijos gemelos, argumentando el ISS que “mi empleador no había hecho los pagos de manera oportuna. Aunque siempre se hicieron dentro del mismo mes.”

Agrega que es mujer cabeza de familia, actualmente se encuentra desempleada y que ha realizado varias peticiones en ese sentido, sin que haya sido posible que se le cancele el dinero por dicha prestación. 

Anexó varios documentos que tienen que ver con la petición (Ver fls. 1 a 15 cuad. ppal.).





Pide,  entonces, se amparen sus derechos fundamentales que considera vulnerados, y en consecuencia se ordene a la entidad acusada “o a quien corresponda “en razón al cambio de entidad) al pago de la licencia de maternidad a que tengo derecho.”




A la tutela se le dio el trámite legal con el pronunciamiento oportuno de la demandada que pide su desvinculación de la tutela ya que para la época en que sucedieron los hechos la competencia para resolver recae en el ISS y no en la NUEVA EPS. Además, la actora en su momento recibió una respuesta de fondo a su petición del pago de la licencia y durante todo ese tiempo ha contado con otro medio de defensa judicial para exigir su derecho “por lo que no resulta procedente a esta altura solicitar el pago de una prestación mediante el mecanismo de la tutela.” 





El juzgado del conocimiento decidió negar el amparo solicitado porque consideró, con base en jurisprudencia de la Corte Constitucional, que la demandante, fuera de que cuenta con otros mecanismos legales de defensa para reclamar su petición prestacional, no hizo uso de los recursos pertinentes, sin perder de vista que  dejó pasar mucho más de un año para acudir a la jurisdicción constitucional por lo que el reclamo por esta vía resulta improcedente.




Contra dicho fallo presentó impugnación oportuna la accionante (ver folio 40 ibídem) en la que insiste en el pago de la licencia de maternidad dado que durante todo este tiempo no ha dejado de pedirle al ISS el pago de su prestación, tanto así que pidió asesoría de un abogado que debido a la negativa “me recomendó como última instancia instaurar la tutela.” 
Se pasa a resolver lo pertinente previas las siguientes,





II. CONSIDERACIONES DE LA SALA :

Los derechos fundamentales que la actora estima vulnerados son el de la vida digna y al mínimo vital amparados por la Constitución Nacional en sus artículos 11 y 53.

El juez a-quo, como ya se dijo, negó el amparo pedido porque consideró que no es posible por esta vía constitucional la protección del amparo solicitado y por haber dejado pasar el tiempo que la jurisprudencia ha señalado para interponer la tutela (más de un año). 

Y en ello tiene razón, porque, a pesar de la protección constitucional que se le ha dado al pago de las licencias de maternidad, no podemos pasar por alto que ha sido la misma jurisprudencia la que ha fijado el límite temporal de un año después del parto para reclamar por vía de tutela dicha prestación. 

Y precisamente fue lo que ocurrió en el presente asunto en el que la actora dejó pasar más de cuatro años posteriores al nacimiento de sus hijos gemelos ocurrido en el mes de abril del año 2005 para acudir a esta vía constitucional con el fin de pedir su prestación, y si así sucedió es precisamente porque las circunstancias en su momento no la afectaron gravemente, por lo que no se observa ninguna vulneración de su mínimo vital ni mucho menos a la vida digna.  

Sobre el punto nuestro máximo Tribunal Constitucional ha expuesto que: 

“La sentencia T-999 de 2003
, modificó la jurisprudencia sobre la oportunidad para interponer la acción de tutela para efectos de solicitar el reconocimiento y pago de la licencia de maternidad. Según esta sentencia, el plazo de 84 días que antes se exigía para interponer la acción de tutela y solicitar el pago de la licencia se terminó convirtiendo en un requisito que terminaba en impedir la protección eficaz del derecho. En efecto, en la mayoría de los casos las madres no podían interponer la acción de tutela a tiempo porque las empresas aseguradoras se tardaban sólo en dar respuesta a sus peticiones hasta que se superara el plazo establecido. Por tal razón, la Corte consideró cambiar su doctrina y, actualmente, el plazo para reclamar el pago de la licencia de maternidad por medio de la acción de tutela, cuando su no pago afecta la vida digna, la salud, la seguridad social o el mínimo vital de la madre y del recién nacido, es de un año a partir de nacimiento, de conformidad con el artículo 50 de la Constitución Política.”

Por tanto, no es la tutela el camino propicio para solicitar el pago de la licencia de maternidad ya que para ello perfectamente se puede acudir a la jurisdicción competente para conocer de esta clase de asuntos, pues la acción consagrada en el artículo 86 de la Carta Política es un mecanismo eminentemente subsidiario y residual que busca la protección constitucional cuando se observe vulneración de un derecho fundamental, caso que, como se explicó, no ocurre. 
Al respecto se ha dicho:
“La acción de tutela es un mecanismo de protección excepcional que debe operar únicamente cuando el sistema jurídico no haya previsto otros medios de defensa.”

“Sobre el particular, debe reiterar la Sala la improcedencia de la acción de tutela cuando existen otros medios de defensa judicial, teniendo en cuenta el carácter de mecanismo excepcional concebido en defensa de los derechos supletorios, esto es, que sólo procede en caso de inexistencia de otros medios de defensa judicial.”





Por último, cabe precisar que ni siquiera es procedente la acción como mecanismo transitorio para evitar un supuesto perjuicio irremediable dado que en el plenario no se han demostrado los elementos necesarios para su configuración
. 
Las anteriores consideraciones son más que suficientes para confirmar el fallo impugnado, así se declarará, y se harán los demás ordenamientos pertinentes.





En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,





R E S U E L V E :





1º) SE CONFIRMA la sentencia proferida el 13 de abril del presente año por el JUZGADO TERCERO DE FAMILIA DE PEREIRA dentro de la ACCION DE TUTELA promovida por LUZ STELLA RUGELES VALENCIA en contra del INSTITUTO DEL SEGURO SOCIAL.




2º) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (Art. 5o., Dto. 306 de 1992). 





3º) Remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.





COPIESE Y NOTIFIQUESE :




Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo
     Fernán Camilo Valencia López 

Tut. 00230.09
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